Cuestionario sobre el derecho de las personas con discapacidad a la participación en la adopción de decisiones
RESPUESTAS 
1. 
En el ámbito de las políticas de apoyo a la discapacidad existen dos órganos colegiados de carácter consultivo y de asesoramiento adscritos al Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad -la Comisión de protección patrimonial de las personas con discapacidad y el Consejo Nacional de la Discapacidad- 
La Comisión de protección patrimonial de las personas con discapacidad órgano colegiado interministerial, de apoyo, auxilio y asesoramiento del Ministerio Fiscal, en el que participarán representantes de la asociación de utilidad pública más representativa en el ámbito estatal de los diferentes tipos de discapacidad además del Ministerio Fiscal.
· Regulada por el  Real Decreto 177/2004, de 30 de enero, modificado por Real Decreto 1853/2009, de 4 de diciembre.
El Consejo Nacional de la Discapacidad órgano colegiado interministerial, de carácter consultivo, adscrito al Ministerio de Sanidad y Política Social, en el que se institucionaliza la colaboración del movimiento asociativo de las personas con discapacidad y sus familias y la Administración General del Estado, para la definición y coordinación de una política coherente de atención integral. A través del Consejo las organizaciones representativas de personas con discapacidad y sus familias participan en la planificación, seguimiento y evaluación de las políticas que se desarrollan en el ámbito de la discapacidad. En particular, corresponde al Consejo Nacional de la Discapacidad la promoción de la igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad.
· Regulado en Real Decreto 1855/2009, de 4 de diciembre. 
· http://www.msssi.gob.es/ssi/discapacidad/informacion/consejoNacionalDisc.htm
Las organizaciones no gubernamentales (ONG) carecen de un régimen jurídico unitario. Por lo general asumen la forma de fundaciones y asociaciones, de modo que es la legislación vigente sobre unas y otras la que establece el régimen jurídico aplicable a estas entidades y determina su régimen fiscal. En tanto entidades sin ánimo de lucro y siempre que cumplan los requisitos que exige la legislación especial, se les aplica un régimen tributario bonificado, básicamente consistente en exenciones en el impuesto sobre sociedades y en algunos tributos locales. 
Además periódicamente se convocan ayudas y subvenciones tanto en el ámbito nacional, como autonómico y local. Se citan a titulo de ejemplo algunas convocatorias de carácter nacional:

· 
Real Decreto 535/2013  
, de 12 de julio, por el que se establecen las bases reguladoras para la concesión de subvenciones a entidades del Tercer Sector de ámbito estatal colaboradoras con la Secretaría de Estado de Servicios Sociales e Igualdad. 
· 
Resolución  
de 9 de marzo de 2015, de la Secretaría de Estado de Servicios Sociales e Igualdad, por la que se convocan subvenciones a entidades del Tercer Sector de ámbito estatal colaboradoras con la Secretaría de Estado de Servicios Sociales e Igualdad. 

· 
Resolución  
de 15 de julio de 2015, de la Secretaría de Estado de Servicios Sociales e Igualdad, por la que, en ejecución de sentencia, se anula la de 9 de marzo de 2015, por la que se convocan subvenciones a entidades del tercer sector de ámbito estatal colaboradoras con la Secretaría de Estado de Servicios Sociales e Igualdad. 
2 y 4. Con la creación del Consejo Nacional de la Discapacidad en 2004, se dio impulso al principio de diálogo civil establecido en la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de Igualdad de Oportunidades, no Discriminación y Accesibilidad Universal de las Personas con Discapacidad, en virtud del cual las organizaciones representativas de personas con discapacidad y de sus familias participan en la elaboración, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas oficiales que se desarrollan en la esfera de las personas con discapacidad.

El movimiento asociativo de las personas con discapacidad y sus familias tiene gran importancia y desarrollo en España. El Comité Español de Representantes de Personas con Discapacidad, más conocido por sus siglas, CERMI, tal como indica en su presentación (http://www.cermi.es/es-ES/QueesCERMI/Paginas/Inicio.aspx)  es la plataforma de representación, defensa y acción de la ciudadanía española con discapacidad, más de 3,8 millones de hombres y mujeres, más sus familias, que conscientes de su situación de grupo social desfavorecido, deciden unirse, a través de las organizaciones en las que se agrupan, para avanzar en el reconocimiento de sus derechos y alcanzar la plena ciudadanía en igualdad de derechos y oportunidades con el resto de componentes de la sociedad. 

En el CERMI participan más de 7.000 asociaciones de ámbito territorial diverso para la representación, atención y defensa de las personas con discapacidad en nuestro país. En el siguiente enlace se encuentra una relación no exhaustiva de asociaciones ordenadas por tipo de discapacidad:

· https://www.ucm.es/asociaciones-por-tipo-de-discapacidad

El Plan de Acción de la Estrategia Española sobre Discapacidad 2014-2020 aprobado por Acuerdo del Consejo de Ministros el día 12 de septiembre de 2014 señala como Objetivo operativo 3: “Promover la participación de las personas con discapacidad, en condiciones de igualdad, en la vida política, económica y social.” Para ello fija las siguientes  actuaciones: 
· Promover programas relativos a la discapacidad en los medios de comunicación, donde se propongan situaciones y conductas positivas y normalizadoras atendiendo a la diversidad de las personas con discapacidad.
·  Promover la aplicación y desarrollo de la Estrategia Integral Española de Cultura para Todos. 
·  Facilitar los medios para la participación de las personas con discapacidad en las actividades de ocio y tiempo libre.
·  Promover la participación y disfrute del medio natural por las personas con discapacidad. 
·  Impulsar acciones que favorezcan la participación de las mujeres con discapacidad en todos los ámbitos de la vida pública en igualdad de condiciones que los hombres. 
·  Promover políticas y programas que aseguren el ejercicio del derecho de los niños y niñas con discapacidad a expresar sus propias opiniones. 
·  Apoyar las actividades culturales, deportivas y de participación en general que favorezcan la presencia conjunta de personas con y sin discapacidad. 
·  Con carácter general se incorporará a la asociación de utilidad pública más representativa en el ámbito estatal de las personas con discapacidad y sus familias a los órganos colegiados de participación de la Administración General del Estado.
·  Tener en consideración la opinión de las personas con discapacidad en la creación y funcionamiento de los recursos dispuestos para su atención.

Las Comunidades autónomas han dictado normas sobre participación ciudadana que refuerzan el papel de las organizaciones de defensa de distintos colectivos, entre los que destacan por su implantación los de las personas con discapacidad. Se citan algunos ejemplos:

·  Ley 5/2010, de 21 de junio, canaria de fomento a la participación ciudadana.

· Artículo 3. Finalidad de la ley. La presente ley persigue las siguientes finalidades: Fomentar medidas que impulsen la participación ciudadana en una sociedad plural para la defensa de los valores democráticos y solidarios, así como desarrollar los correspondientes instrumentos de intervención de la ciudadanía en las actuaciones de las administraciones públicas. Profundizar el acercamiento de las instituciones públicas canarias a la ciudadanía, tratando de involucrarla en la gestión pública que realizan. Garantizar a la ciudadanía la información en los procedimientos que promuevan, desarrollen o tramiten las administraciones públicas para conseguir la mayor transparencia en la gestión pública, sin perjuicio de los procedimientos en los que previamente se establezca un periodo de información pública. Establecer mecanismos de evaluación de las políticas públicas y de investigación del estado de la opinión pública por parte de la ciudadanía. Fomentar la vida asociativa en Canarias, garantizando la convivencia solidaria y equilibrada en la libre concurrencia de iniciativas ciudadanas sobre los asuntos públicos. Desarrollar los correspondientes instrumentos de participación ciudadana, entendiendo que son los mecanismos establecidos para la intervención de la ciudadanía en las políticas públicas de las administraciones.

· Ley de Transparencia, Buen Gobierno y Participación Ciudadana de la Comunitat Valenciana. Ley núm. 2/2015, de 2 de abril. 

· Ley de Fomento Participación Ciudadana de Canarias. Ley núm. 5/2010, de 21 de junio.
· Ley de Transparencia de la Actividad Pública y Participación Ciudadana de Aragón. Ley 8/2015, de 25-3-2015  

· Ley 12/2014, de 16 de diciembre, de Transparencia y Participación Ciudadana de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.
3.  El Consejo Nacional de la Discapacidad cuenta con una Oficina de Atención a la Discapacidad OADIS encargada de promover la igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad. 

· http://www.oadis.msssi.gob.es/
La OADIS ofrece los servicios que, a continuación, se detallan:

·  Asesora, informa y orienta a las personas con discapacidad que manifiesten haber sido objeto de discriminación por razón de discapacidad, en las materias de su competencia. 
· Inicia expedientes informativos con las consultas o quejas que se presentan en materia de no discriminación y dentro del ámbito de sus competencias.  
· Inicia de oficio expedientes sobre aquellos supuestos que puedan dar lugar a ausencia de igualdad de oportunidades, discriminación por razón de discapacidad o relacionados con la accesibilidad universal. 
·  Contesta a todas las consultas y quejas admitidas a trámite. Los informes que emite la OADIS son de carácter facultativo y no vinculante. 
· Propone al Pleno del Consejo Nacional de la Discapacidad, para su consideración, medidas o decisiones que prevengan estructural o coyunturalmente situaciones de discriminación por razón de discapacidad.
5. La implicación directa de la sociedad civil, particularmente del sector de las personas con discapacidad y sus organizaciones representativas, está llamada también a participar plenamente en todos los niveles de los procesos de seguimiento de la Convención, incluyendo su participación directa en los órganos creados al respecto, tanto en el plano nacional, como en el internacional. Fruto de este compromiso, el Comité Estatal de Representantes de Personas con Discapacidad (CERMI) ha sido designado órgano independiente para el seguimiento de la implementación de este tratado en España, modelo ampliamente valorado por la comunidad internacional y considerado buena práctica por numerosos Estados Partes y sociedad civil. El CERMI desempeña esta labor sin perjuicio de la actuación del Defensor del Pueblo, Institución Nacional de Derechos Humanos de España, y mantiene con esta Institución una fluida relación de cooperación. 
6. Todavía son muchos los desafíos y dificultades que encuentran las personas con discapacidad para su plena participación. Cabe destacar los problemas de incorporación al mundo laboral para su verdadera integración social. En esta materia se están adoptando medidas cada vez más efectivas. Desde el Defensor del Pueblo, por ejemplo, se esta insistiendo para garantizar la igualdad de oportunidades en el acceso al empleo de las personas con capacidad intelectual límite. 


Durante el año 2014, el Observatorio Estatal de Discapacidad, a través del Convenio de colaboración entre el Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, el Real Patronato sobre Discapacidad y el Comité Español de Representantes de Personas con Discapacidad iniciaron la realización de un estudio sobre las personas con capacidad intelectual límite, con el fin de que sirva de base y de referencia para la adopción futura de medidas de acción positiva para promover el acceso al empleo de estas personas. 


También destacan las dificultades que en la práctica surgen en la determinación de las capacidades que requieren de apoyo y asistencia en determinada persona, sobre todo en aquellas personas con discapacidad psíquica que puede sufrir variaciones.

En el ámbito nacional se han detectado problemas competenciales para mantener determinadas líneas de financiación a entidades representativas del sector de la discapacidad de implantación estatal, que aún no se han logrado resolver. 




PAGE  
5

